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PRESENTACIÓN 
El Órgano Interno de Control es una Unidad Administrativa perteneciente al 

Honorable Ayuntamiento del Municipio de Tepexi de Rodríguez, Puebla, tiene a su 

cargo obligaciones del control interno. Con el propósito de transparentar los 

procedimientos, trámites y/o servicios ofrecidos por esta Unidad, se presenta este 

Manual de Procedimientos, el cual tiene como objetivo brindar una sistematización 

y control de aquellos procesos que se generan como parte de sus atribuciones. 

Es un instrumento normativo y de consulta que contiene una guía práctica y 

detallada de los controles específicos que se llevan a cabo en las Áreas que 

conforman esta Unidad, asimismo ofrece una esquematización de los 

procedimientos para una mejor identificación, correcto seguimiento y aplicación de 

sus procesos. 

El objetivo principal del presente Manual de Organización es establecer las bases y 

las principales directrices para cumplir de forma puntual con lo establecido en la 

ley, reglamentos y disposiciones aplicables, también, se busca estandarizar y 

homologar los procedimientos llevados a cabo a través del Órgano Interno de 

Control y las Unidades Administrativas correspondientes, de tal forma que se 

cumplan con los objetivos y metas institucionales. 

El Manual de Procedimientos tiene un carácter enunciativo más no limitativo, por 

lo que es susceptible de actualizarse con base en las modificaciones en las 

atribuciones, funciones y/o estructura orgánica aprobada ante el Cabildo del 

Honorable Ayuntamiento del Municipio de Tepexi de Rodríguez, Puebla. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



3 
 

Marco Normativo  

 

● Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos  

● Ley General de Responsabilidades Administrativas  

● Ley General del Sistema Nacional Anticorrupción  

● Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Puebla  

● Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Administrativa 

 ● Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado Libre y Soberano de Puebla  

● Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas de la Federación 

 ● Ley de Rendición de Cuentas y Fiscalización Superior del Estado de Puebla  

● Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República  

● Código Penal Federal  

● Ley del Sistema Anticorrupción del Estado de Puebla  

● Ley Orgánica Municipal 
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Para efectos del presente Manual se entenderá por: 

LGRA: La Ley General de Responsabilidades Administrativas. 

LOM: La Ley Orgánica Municipal. 

OIC: Órgano Interno de Control, unidad administrativa a cargo de promover, 

evaluar y fortalecer el buen funcionamiento del control interno en los entes públicos.  

Auditoría Superior: La Auditoría Superior de la Federación 

Autoridad investigadora: La autoridad en los Órganos internos de control 

encargada de la investigación de Faltas administrativas. 

Autoridad substanciadora: La autoridad en los Órganos internos de control en el 

ámbito de su competencia, dirigen y conducen el procedimiento de 

responsabilidades administrativas desde la admisión del Informe de presunta 

responsabilidad administrativa y hasta la conclusión de la audiencia inicial. La 

función de la Autoridad substanciadora, en ningún caso podrá ser ejercida por una 

Autoridad investigadora. 

Autoridad resolutora: Tratándose de Faltas administrativas no graves lo será la 

unidad de responsabilidades administrativas o el servidor público asignado en los 

Órganos internos de control. Para las Faltas administrativas graves, así como para 

las Faltas de particulares, lo será el Tribunal competente. 

Conflicto de Interés: La posible afectación del desempeño imparcial y objetivo de las 

funciones de los Servidores Públicos en razón de intereses personales, familiares o 

de negocios. 

UMA: Unidad de Medida Actualizada. 

Constitución: La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 

Declarante: El Servidor Público obligado a presentar declaración de situación 

patrimonial, de intereses y fiscal, en los términos de esta Ley. 

Denunciante: La persona física o moral, o el Servidor Público que acude ante las 

Autoridades investigadoras a que se refiere la presente Ley, con el fin de denunciar 

actos u omisiones que pudieran constituir o vincularse con Faltas administrativas. 

Ayuntamiento: El Honorable Ayuntamiento de Tepexi de Rodríguez, Puebla. 
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Expediente de presunta responsabilidad administrativa: El expediente derivado de 

la investigación que las Autoridades Investigadoras realizan en sede administrativa, 

al tener conocimiento de un acto u omisión posiblemente constitutivo de Faltas 

administrativas. 

Faltas administrativas: Las Faltas administrativas graves, las Faltas administrativas 

no graves, así como las Faltas de particulares.  

Falta administrativa no grave: Las faltas administrativas de los Servidores Públicos 

cuya sanción corresponde a los Órganos internos de control. 

Falta administrativa grave: Las faltas administrativas de los Servidores Públicos 

catalogadas como graves cuya sanción corresponde al Tribunal Federal de Justicia 

Administrativa y sus homólogos en las entidades federativas.  

Faltas de particulares: Los actos de personas físicas o morales privadas que estén 

vinculados con faltas administrativas graves. 

Informe de Presunta Responsabilidad Administrativa: El instrumento en el que las 

autoridades investigadoras describen los hechos relacionados con alguna de las 

faltas señaladas exponiendo de forma documentada con las pruebas y fundamentos, 

los motivos y presunta responsabilidad del Servidor Público o de un particular en 

la comisión de Faltas administrativas.  

Plataforma digital nacional: La plataforma a que se refiere la Ley General del Sistema 

Nacional Anticorrupción.  

Secretaría: La Secretaría de la Función Pública. 

Servidores Públicos: Las personas que desempeñan un empleo, cargo o comisión en 

los entes públicos, en el ámbito federal y local, conforme a lo dispuesto en el artículo 

108 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.  

Sistema Nacional Anticorrupción: La instancia de coordinación entre las 

autoridades de todos los órdenes de gobierno competentes en la prevención, 

detección y sanción de responsabilidades administrativas y hechos de corrupción, 

así como en la fiscalización y control de recursos públicos 

Tribunal: La Sección competente en materia de responsabilidades administrativas, 

de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Administrativa o las salas 

especializadas que, en su caso, se establezcan en dicha materia, así como sus 

homólogos en las entidades federativas.  
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ATRIBUCIONES DEL OIC 

 

 Los Órganos internos de control, tendrán a su cargo, en el ámbito de su 

competencia, la investigación, substanciación y calificación de las Faltas 

administrativas.  

 Implementar los mecanismos internos que prevengan actos u omisiones que 

pudieran constituir responsabilidades administrativas, en los términos 

establecidos por el Sistema Nacional Anticorrupción. 

 Revisar el ingreso, egreso, manejo, custodia y aplicación de recursos públicos 

federales y participaciones federales, así como de recursos públicos locales, 

según corresponda en el ámbito de su competencia. 

 Presentar denuncias por hechos que las leyes señalen como delitos ante la 

Fiscalía Especializada en Combate a la Corrupción o en su caso ante sus 

homólogos en el ámbito local. 
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FALTAS ADMINISTRATIVAS NO GRAVES 

 

Incurrirá en Falta administrativa no grave el servidor público cuya acción u omisión 

incumpla o transgredan lo siguiente: 

I. Cumplir con las funciones, atribuciones y comisiones encomendadas, 

observando en su desempeño disciplina y respeto, tanto a los demás 

Servidores Públicos como a los particulares con los que llegare a tratar, en 

los términos que se establezcan en el código de ética y conducta del 

Ayuntamiento;  

II. Denunciar los actos u omisiones que en ejercicio de sus funciones llegare 

a advertir, que puedan constituir Faltas administrativas;  

III. Atender las instrucciones de sus superiores, siempre que éstas sean 

acordes con las disposiciones relacionadas con el servicio público. En caso 

de recibir instrucción o encomienda contraria a dichas disposiciones, 

deberá denunciar esta circunstancia;  

IV. Presentar en tiempo y forma las declaraciones de situación patrimonial y 

de intereses;  

V. Registrar, integrar, custodiar y cuidar la documentación e información 

que por razón de su empleo, cargo o comisión, tenga bajo su 

responsabilidad, e impedir o evitar su uso, divulgación, sustracción, 

destrucción, ocultamiento o inutilización indebidos;  

VI. Supervisar que los Servidores Públicos sujetos a su dirección, cumplan 

con las disposiciones de este artículo;  

VII. Rendir cuentas sobre el ejercicio de las funciones, en términos de las 

normas aplicables; 

VIII. Colaborar en los procedimientos judiciales y administrativos en los que 

sea parte; 

IX. Cerciorarse, antes de la celebración de contratos de adquisiciones, 

arrendamientos o para la enajenación de todo tipo de bienes, prestación 

de servicios de cualquier naturaleza o la contratación de obra pública o 

servicios relacionados con ésta, que el particular manifieste bajo protesta 

de decir verdad que no desempeña empleo, cargo o comisión en el servicio 

público o, en su caso, que a pesar de desempeñarlo, con la formalización 

del contrato correspondiente no se actualiza un Conflicto de Interés. Las 
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manifestaciones respectivas deberán constar por escrito y hacerse del 

conocimiento del Órgano interno de control, previo a la celebración del 

acto en cuestión. En caso de que el contratista sea persona moral, dichas 

manifestaciones deberán presentarse respecto a los socios o accionistas 

que ejerzan control sobre la sociedad, y  

X. Sin perjuicio de la obligación anterior, previo a realizar cualquier acto 

jurídico que involucre el ejercicio de recursos públicos con personas 

jurídicas, revisar su constitución y, en su caso, sus modificaciones con el 

fin de verificar que sus socios, integrantes de los consejos de 

administración o accionistas que ejerzan control no incurran en conflicto 

de interés.  

XI. Los daños y perjuicios que, de manera culposa o negligente cause un 

servidor público a la Hacienda Pública o al patrimonio de un Ente público. 

Los entes públicos o los particulares que, hayan recibido recursos públicos 

sin tener derecho a los mismos, deberán reintegrar los mismos a la 

Hacienda Pública o al patrimonio del Ente público afectado en un plazo 

no mayor a 90 días, contados a partir de la notificación correspondiente 

de la Auditoría Superior de la Federación o de la Autoridad resolutora. 

En caso de que no se realice el reintegro de los recursos señalados en el 

párrafo anterior, estos serán considerados créditos fiscales, por lo que el 

Servicio de Administración Tributaria y sus homólogos de las entidades 

federativas deberán ejecutar el cobro de los mismos en términos de las 

disposiciones jurídicas aplicables. La Autoridad resolutora podrá 

abstenerse de imponer la sanción que corresponda conforme al artículo 75 

de esta Ley, cuando el daño o perjuicio a la Hacienda Pública o al 

patrimonio de los entes públicos no exceda de dos mil veces el valor diario 

de la Unidad de Medida y Actualización y el daño haya sido resarcido o 

recuperado. 
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FALTAS ADMINISTRATIVAS GRAVES 

 

Las conductas previstas a continuación constituyen Faltas administrativas graves de 

los Servidores Públicos, por lo que deberán abstenerse de realizarlas, mediante 

cualquier acto u omisión. 

 Incurrirá en cohecho el servidor público que exija, acepte, obtenga o pretenda 

obtener, por sí o a través de terceros, con motivo de sus funciones, cualquier 

beneficio no comprendido en su remuneración como servidor público, que 

podría consistir en dinero; valores; bienes muebles o inmuebles, incluso 

mediante enajenación en precio notoriamente inferior al que se tenga en el 

mercado; donaciones; servicios; empleos y demás beneficios indebidos para 

sí o para su cónyuge, parientes consanguíneos, parientes civiles o para 

terceros con los que tenga relaciones profesionales, laborales o de negocios, o 

para socios o sociedades de las que el servidor público o las personas antes 

referidas formen parte. También incurrirá en cohecho, el servidor público que 

se abstenga de devolver el pago en demasía de su legítima remuneración de 

acuerdo a los tabuladores que al efecto resulten aplicables, dentro de los 30 

días naturales siguientes a su recepción.  

 Cometerá peculado el servidor público que autorice, solicite o realice actos 

para el uso o apropiación para sí o para las personas a las que se refiere el 

artículo anterior, de recursos públicos, sean materiales, humanos o 

financieros, sin fundamento jurídico o en contraposición a las normas 

aplicables, los servidores públicos no podrán disponer del servicio de 

miembros de alguna corporación policiaca, seguridad pública o de las fuerzas 

armadas, en el ejercicio de sus funciones, para otorgar seguridad personal, 

salvo en los casos en que la normativa que regule su actividad lo contemple 

o por las circunstancias se considere necesario proveer de dicha seguridad, 

siempre que se encuentre debidamente justificada a juicio del titular de las 

propias corporaciones de seguridad y previo informe al Órgano interno de 

control respectivo. 

 Será responsable de desvío de recursos públicos el servidor público que 

autorice, solicite o realice actos para la asignación o desvío de recursos 

públicos, sean materiales, humanos o financieros, sin fundamento jurídico o 

en contraposición a las normas aplicables. Se considerará desvío de recursos 
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públicos, el otorgamiento o autorización, para sí o para otros, del pago de una 

remuneración en contravención con los tabuladores que al efecto resulten 

aplicables, así como el otorgamiento o autorización, para sí o para otros, de 

pagos de jubilaciones, pensiones o haberes de retiro, liquidaciones por 

servicios prestados, préstamos o créditos que no estén previstos en ley, 

decreto legislativo, contrato colectivo, contrato ley o condiciones generales de 

trabajo.  

 Incurrirá en utilización indebida de información el servidor público que 

adquiera bienes inmuebles, muebles y valores que pudieren incrementar su 

valor o, en general, que mejoren sus condiciones, así como obtener cualquier 

ventaja o beneficio privado, como resultado de información privilegiada de 

la cual haya tenido conocimiento, se considera información privilegiada la 

que obtenga el servidor público con motivo de sus funciones y que no sea del 

dominio público. La restricción prevista en el artículo anterior será aplicable 

inclusive cuando el servidor público se haya retirado del empleo, cargo o 

comisión, hasta por un plazo de un año.  

 Incurrirá en abuso de funciones la persona servidora o servidor público que 

ejerza atribuciones que no tenga conferidas o se valga de las que tenga, para 

realizar o inducir actos u omisiones arbitrarios, para generar un beneficio o 

para causar perjuicio a alguna persona o al servicio público; así como cuando 

realiza por sí o a través de un tercero. 

 Incurre en actuación bajo Conflicto de Interés el servidor público que 

intervenga por motivo de su empleo, cargo o comisión en cualquier forma, en 

la atención, tramitación o resolución de asuntos en los que tenga Conflicto de 

Interés o impedimento legal. Al tener conocimiento de los asuntos 

mencionados en el párrafo anterior, el servidor público informará tal 

situación al jefe inmediato o al órgano que determine las disposiciones 

aplicables de los entes públicos, solicitando sea excusado de participar en 

cualquier forma en la atención, tramitación o resolución de los mismos. Será 

obligación del jefe inmediato determinar y comunicarle al servidor público, a 

más tardar 48 horas antes del plazo establecido para atender el asunto en 

cuestión, los casos en que no sea posible abstenerse de intervenir en los 

asuntos, así como establecer instrucciones por escrito para la atención, 

tramitación o resolución imparcial y objetiva de dichos asuntos.  

 Será responsable de contratación indebida el servidor público que autorice 

cualquier tipo de contratación, así como la selección, nombramiento o 

designación, de quien se encuentre impedido por disposición legal o 
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inhabilitado por resolución de autoridad competente para ocupar un empleo, 

cargo o comisión en el servicio público o inhabilitado para realizar 

contrataciones con los entes públicos, siempre que en el caso de las 

inhabilitaciones, al momento de la autorización, éstas se encuentren inscritas 

en el sistema nacional de servidores públicos y particulares sancionados de 

la Plataforma digital nacional. Incurrirá en la responsabilidad dispuesta en el 

párrafo anterior, el servidor público que intervenga o promueva, por sí o por 

interpósita persona, en la selección, nombramiento o designación de personas 

para el servicio público en función de intereses de negocios.  

 Incurrirá en enriquecimiento oculto u ocultamiento de Conflicto de Interés el 

servidor público que falte a la veracidad en la presentación de las 

declaraciones de situación patrimonial o de intereses, que tenga como fin 

ocultar, respectivamente, el incremento en su patrimonio o el uso y disfrute 

de bienes o servicios que no sea explicable o justificable, o un Conflicto de 

Interés.  

 Comete simulación de acto jurídico el servidor público que utilice 

personalidad jurídica distinta a la suya para obtener, en beneficio propio o de 

algún familiar hasta el cuarto grado por consanguinidad o afinidad, recursos 

públicos en forma contraria a la ley. Esta falta administrativa se sancionará 

con inhabilitación de cinco a diez años.  

 Cometerá tráfico de influencias el servidor público que utilice la posición que 

su empleo, cargo o comisión le confiere para inducir a que otro servidor 

público efectúe, retrase u omita realizar algún acto de su competencia, para 

generar cualquier beneficio, provecho o ventaja. 

 Será responsable de encubrimiento el servidor público que cuando en el 

ejercicio de sus funciones llegare a advertir actos u omisiones que pudieren 

constituir Faltas administrativas, realice deliberadamente alguna conducta 

para su ocultamiento.  

 Cometerá desacato el servidor público que, tratándose de requerimientos o 

resoluciones de autoridades fiscalizadoras, de control interno, judiciales, 

electorales o en materia de defensa de los derechos humanos o cualquier otra 

competente, proporcione información falsa, así como no dé respuesta alguna, 

retrase deliberadamente y sin justificación la entrega de la información, a 

pesar de que le hayan sido impuestas medidas de apremio conforme a las 

disposiciones aplicables.  

 Cometerá nepotismo el servidor público que, valiéndose de las atribuciones 

o facultades de su empleo, cargo o comisión, directa o indirectamente, 
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designe, nombre o intervenga para que se contrate como personal de 

confianza, de estructura, de base o por honorarios en el ente público en que 

ejerza sus funciones, a personas con las que tenga lazos de parentesco por 

consanguinidad hasta el cuarto grado, de afinidad hasta el segundo grado, o 

vínculo de matrimonio o concubinato.  

 Son faltas administrativas graves las violaciones a las disposiciones sobre 

fideicomisos establecidas en la Ley Federal de Austeridad Republicana. 

 Los Servidores Públicos responsables de la investigación, substanciación y 

resolución de las Faltas administrativas incurrirán en obstrucción de la 

justicia cuando:  

I. Realicen cualquier acto que simule conductas no graves durante la 

investigación de actos u omisiones calificados como graves en la 

presente Ley y demás disposiciones aplicables;  

II. No inicien el procedimiento correspondiente ante la autoridad 

competente, dentro del plazo de treinta días naturales, a partir de que 

tengan conocimiento de cualquier conducta que pudiera constituir 

una Falta administrativa grave, Faltas de particulares o un acto de 

corrupción, y  

III. Revelen la identidad de un denunciante anónimo protegido bajo los 

preceptos establecidos en esta Ley. Para efectos de la fracción anterior, 

los Servidores Públicos que denuncien una Falta administrativa grave 

o Faltas de particulares, o sean testigos en el procedimiento, podrán 

solicitar medidas de protección que resulten razonables. La solicitud 

deberá ser evaluada y atendida de manera oportuna por el Ente 

público donde presta sus servicios el denunciante.  
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ACTOS DE PARTICULARES VINCULADOS CON FALTAS ADMINISTRATIVAS 

GRAVES 

 

Los actos de particulares se consideran vinculados a faltas administrativas graves 

por lo siguiente: 

 Incurrirá en soborno el particular que prometa, ofrezca o entregue cualquier 

beneficio indebido a uno o varios Servidores Públicos, directamente o a través 

de terceros, a cambio de que dichos Servidores Públicos realicen o se 

abstengan de realizar un acto relacionado con sus funciones o con las de otro 

servidor público, o bien, abusen de su influencia real o supuesta, con el 

propósito de obtener o mantener, para sí mismo o para un tercero, un 

beneficio o ventaja, con independencia de la aceptación o recepción del 

beneficio o del resultado obtenido.  

 Incurrirá en participación ilícita en procedimientos administrativos el 

particular que realice actos u omisiones para participar en los mismos sean 

federales, locales o municipales, no obstante que por disposición de ley o 

resolución de autoridad competente se encuentren impedido inhabilitadas 

para participar en procedimientos administrativos federales, locales o 

municipales, con la finalidad de que ésta o éstas últimas obtengan, total o 

parcialmente, los beneficios derivados de dichos procedimientos. Ambos 

particulares serán sancionados. 

 Incurrirá en tráfico de influencias para inducir a la autoridad el particular que 

use su influencia, poder económico o político, real o ficticio, sobre cualquier 

servidor público, con el propósito de obtener para sí o para un tercero un 

beneficio o ventaja, o para causar perjuicio a alguna persona o al servicio 

público, con independencia de la aceptación del servidor o de los Servidores 

Públicos o del resultado obtenido.  

 Será responsable de utilización de información falsa el particular que 

presente documentación o información falsa o alterada, o simulen el 

cumplimiento de requisitos o reglas establecidos en los procedimientos 

administrativos, con el propósito de lograr una autorización, un beneficio, 

una ventaja o de perjudicar a persona alguna. Asimismo, incurrirán en 

obstrucción de facultades de investigación el particular que, teniendo 

información vinculada con una investigación de Faltas administrativas, 

proporcione información falsa, retrase deliberada e injustificadamente la 
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entrega de la misma, o no dé respuesta alguna a los requerimientos o 

resoluciones de autoridades investigadoras, substanciadoras o resolutoras, 

siempre y cuando le hayan sido impuestas previamente medidas de apremio 

conforme a las disposiciones aplicables.  

 Incurrirá en colusión el particular que ejecute con uno o más sujetos 

particulares, en materia de contrataciones públicas, acciones que impliquen o 

tengan por objeto o efecto obtener un beneficio o ventaja indebidos en las 

contrataciones públicas, también se considerará colusión cuando los 

particulares acuerden o celebren contratos, convenios, arreglos o 

combinaciones entre competidores, cuyo objeto o efecto sea obtener un 

beneficio indebido u ocasionar un daño a la Hacienda Pública o al patrimonio 

de los entes públicos. Cuando la infracción se hubiere realizado a través de 

algún intermediario con el propósito de que el particular obtenga algún 

beneficio o ventaja en la contratación pública de que se trate, ambos serán 

sancionados en términos de esta Ley.  

 Será responsable por el uso indebido de recursos públicos el particular que 

realice actos mediante los cuales se apropie, haga uso indebido o desvíe del 

objeto para el que estén previstos los o inhabilitado para ello. También se 

considera participación ilícita en procedimientos administrativos, cuando un 

particular intervenga en nombre propio pero en interés de otra u otras 

personas que se encuentren impedidas o recursos públicos, sean materiales, 

humanos o financieros, cuando por cualquier circunstancia maneje, reciba, 

administre o tenga acceso a estos recursos. También se considera uso 

indebido de recursos públicos la omisión de rendir cuentas que comprueben 

el destino que se otorgó a dichos recursos.  

 Será responsable de contratación indebida de ex Servidores Públicos el 

particular que contrate a quien haya sido servidor público durante el año 

previo, que posea información privilegiada que directamente haya adquirido 

con motivo de su empleo, cargo o comisión en el servicio público, y 

directamente permita que el contratante se beneficie en el mercado o se 

coloque en situación ventajosa frente a sus competidores. En este supuesto 

también será sancionado el ex servidor público contratado. 

 Se consideran Faltas de particulares en situación especial, aquéllas realizadas 

por candidatos a cargos de elección popular, miembros de equipos de 

campaña electoral o de transición entre administraciones del sector público, 

y líderes de sindicatos del sector público, que impliquen exigir, solicitar, 

aceptar, recibir o pretender recibir alguno de los beneficios, ya sea para sí, 
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para su campaña electoral o para alguna de las personas a las que se refiere 

el citado artículo, a cambio de otorgar u ofrecer una ventaja indebida en el 

futuro en caso de obtener el carácter de Servidor Público. A los particulares 

que se encuentren en situación especial, incluidos los directivos y empleados 

de los sindicatos, podrán ser sancionados cuando incurran en dichas 

conductas. 

 

PRESCRIPCIÓN DE LA RESPONSABILIDAD ADMINISTRATIVA  

 

Las Faltas administrativas no graves, facultadas por Órgano interno de control para 

imponer las sanciones prescribirán en tres años, contados a partir del día siguiente 

al que se hubieren cometido las infracciones, o a partir del momento en que hubieren 

cesado.  

Las Faltas administrativas graves o Faltas de particulares, el plazo de prescripción 

será de siete años, contados en los mismos términos del párrafo anterior. La 

prescripción se interrumpirá si se dejare de actuar en los procedimientos de 

responsabilidad administrativa originados con motivo de la admisión del citado 

informe, y como consecuencia de ello se produjera la caducidad de la instancia, la 

prescripción se reanudará desde el día en que se admitió el Informe de Presunta 

Responsabilidad Administrativa. En ningún caso, en los procedimientos de 

responsabilidad administrativa podrá dejar de actuarse por más de seis meses sin 

causa justificada; en caso de actualizarse dicha inactividad, se decretará, a solicitud 

del presunto infractor, la caducidad de la instancia. Los plazos a los que se refiere el 

presente artículo se computarán en días naturales. 
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SANCIONES 

 

Faltas administrativas no graves  

I. Amonestación pública o privada;  

II. Suspensión del empleo, cargo o comisión, por un periodo de uno a treinta 

días naturales;  

III. Destitución de su empleo, cargo o comisión, y  

IV. Inhabilitación temporal para desempeñar empleos, cargos o comisiones 

en el servicio público y para participar en adquisiciones, arrendamientos, 

servicios u obras públicas, no podrá ser menor a tres meses ni superior a 

un año.  

El OIC podrá imponer una o más de las sanciones administrativas señaladas, 

siempre y cuando sean compatibles entre ellas y de acuerdo a la trascendencia de la 

Falta administrativa no grave.  

Para la imposición de las sanciones se deberán considerar los elementos del empleo, 

cargo o comisión que desempeñaba el servidor público cuando incurrió en la falta, 

así como los siguientes:  

I. El nivel jerárquico y los antecedentes del infractor, entre ellos, la 

antigüedad en el servicio;  

II. Las condiciones exteriores y los medios de ejecución, y  

III. La reincidencia en el incumplimiento de obligaciones. En caso de 

reincidencia de Faltas administrativas no graves, la sanción que imponga 

el Órgano interno de control no podrá ser igual o menor a la impuesta con 

anterioridad.  

Los Órganos internos de control podrán abstenerse de imponer la sanción que 

corresponda siempre que el servidor público:  

I. No haya sido sancionado previamente por la misma Falta administrativa 

no grave, y  

II. No haya actuado de forma dolosa. 

El OIC dejará constancia de la imposición de la sanción, mediante llamadas de 

atención y actas administrativas. 
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Sanciones por Faltas Graves. 

Las sanciones administrativas que imponga el Tribunal a los Servidores Públicos, 

derivado de los procedimientos por la comisión de faltas administrativas graves, 

consistirán en:  

I. Suspensión del empleo, cargo o comisión de treinta hasta noventa días 

naturales;  

II. Destitución del empleo, cargo o comisión;  

III. Sanción económica, y  

IV. Inhabilitación temporal para desempeñar empleos, cargos o comisiones 

en el servicio público y para participar en adquisiciones, arrendamientos, 

servicios u obras públicas, de uno hasta diez años si la afectación de la 

falta no excede doscientas UMAS, y de diez a veinte años si excede dicho 

límite, cuando no se cause daños o perjuicios, ni exista beneficio o lucro 

alguno, se podrán imponer de tres meses a un año de inhabilitación. 

A juicio del Tribunal, podrán ser impuestas al infractor una o más de las sanciones 

señaladas, siempre y cuando sean compatibles entre ellas y de acuerdo a la gravedad 

de la Falta administrativa grave. 

En el caso de que la Falta administrativa grave cometida por el servidor público le 

genere beneficios económicos, se le impondrá sanción económica que podrá 

alcanzar hasta dos tantos de los beneficios obtenidos. En ningún caso la sanción 

económica que se imponga podrá ser menor o igual al monto de los beneficios 

económicos obtenidos. El Tribunal determinará el pago de una indemnización 

cuando, la Falta administrativa grave provocó daños y perjuicios a la Hacienda 

Municipal, el servidor público estará obligado a reparar la totalidad de los daños y 

perjuicios causados y las personas que, en su caso, también hayan obtenido un 

beneficio indebido, serán solidariamente responsables.  

Para la imposición de las sanciones se deberán considerar los elementos del empleo, 

cargo o comisión que desempeñaba el servidor público cuando incurrió en la falta, 

así como los siguientes:  

I. Los daños y perjuicios patrimoniales causados por los actos u omisiones;  

II. El nivel jerárquico y los antecedentes del infractor, entre ellos la 

antigüedad en el servicio;  

III. Las circunstancias socioeconómicas del servidor público;  
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IV. Las condiciones exteriores y los medios de ejecución;  

V. La reincidencia en el incumplimiento de obligaciones, y  

VI. El monto del beneficio derivado de la infracción que haya obtenido el 

responsable, si el beneficio indebidamente obtenido u otorgado no excede 

el equivalente a cinco mil UMAS y además se ha devuelto la cantidad 

entregada o depositada en demasía conforme al tabulador aplicable, la 

falta administrativa será considerada no grave. 

 

Sanciones por Faltas de particulares  

Las sanciones administrativas que deban imponerse por Faltas de particulares 

consistirán en:  

I. Tratándose de personas físicas:  

a) Sanción económica que podrá alcanzar hasta dos tantos de los beneficios 

obtenidos o, en caso de no haberlos obtenido, por el equivalente a la cantidad de 

cien hasta ciento cincuenta mil UMAS; 

b) Inhabilitación temporal para participar en adquisiciones, arrendamientos, 

servicios u obras públicas, según corresponda, por un periodo que no será menor de 

tres meses ni mayor de ocho años;  

c) Indemnización por los daños y perjuicios ocasionados a la Hacienda Pública 

Federal, local o municipal, o al patrimonio de los entes públicos.  

 

II. Tratándose de personas morales:  

a) Sanción económica que podrá alcanzar hasta dos tantos de los beneficios 

obtenidos, en caso de no haberlos obtenido, por el equivalente a la cantidad de mil 

hasta un millón quinientas mil UMAS; 

b) Inhabilitación temporal para participar en adquisiciones, arrendamientos, 

servicios u obras públicas, por un periodo que no será menor de tres meses ni mayor 

de diez años;  

c) La suspensión de actividades, por un periodo que no será menor de tres meses ni 

mayor de tres años, la cual consistirá en detener, diferir o privar temporalmente a 

los particulares de sus actividades comerciales, económicas, contractuales o de 
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negocios por estar vinculados a faltas administrativas graves previstas en esta Ley; 

d) Disolución de la sociedad respectiva, la cual consistirá en la pérdida de la 

capacidad legal de una persona moral, para el cumplimiento del fin por el que fue 

creada por orden jurisdiccional y como consecuencia de la comisión, vinculación, 

participación y relación con una Falta administrativa grave;  

e) Indemnización por los daños y perjuicios ocasionados a la Hacienda Pública 

Federal, local o municipal, o al patrimonio de los entes públicos.  

Para la imposición de las sanciones por Faltas de particulares se deberán considerar 

los siguientes elementos:  

I. El grado de participación del o los sujetos en la Falta de particulares;  

II. La reincidencia en la comisión de las infracciones previstas en esta Ley;  

III. La capacidad económica del infractor;  

IV. El daño o puesta en peligro del adecuado desarrollo de la actividad 

administrativa del Estado, y  

V. El monto del beneficio, lucro, o del daño o perjuicio derivado de la 

infracción, cuando éstos se hubieren causado.  
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PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO 

 

Cualquier persona que posea conocimiento de la posible comisión de una falta 

administrativa, deberá hacerlo de conocimiento a la Contraloría Municipal quien a 

su vez lo hará de conocimiento a la Autoridad Investigadora. 

Son partes en el procedimiento de responsabilidad administrativa:  

I. La Autoridad investigadora, la Autoridad sustanciadora y la Autoridad 

Resolutora;   

II. El servidor público señalado como presunto responsable de la Falta 

administrativa grave o no grave;  

III. El particular, sea persona física o moral, señalado como presunto 

responsable en la comisión de Faltas de particulares, y 

IV. Los terceros, que son todos aquellos a quienes pueda afectar la resolución 

que se dicte en el procedimiento de responsabilidad administrativa, 

incluido el denunciante. 

La presunta responsabilidad de Faltas administrativas iniciará de oficio, por 

denuncia o derivado de las auditorías practicadas por parte de las autoridades 

competentes o, en su caso, de auditores externos, las denuncias podrán ser 

anónimas. En su caso, las autoridades investigadoras mantendrán con carácter de 

confidencial la identidad de las personas que denuncien las presuntas infracciones. 

La denuncia deberá contener los datos o indicios que permitan advertir la presunta 

responsabilidad administrativa por la comisión de Faltas administrativas. 

En los asuntos relacionados con Faltas administrativas no graves, se deberá proceder 

en los términos siguientes:  

I. La Autoridad investigadora deberá presentar ante la Autoridad substanciadora el 

Informe de Presunta Responsabilidad Administrativa, la cual, dentro de los tres días 

siguientes se pronunciará sobre su admisión, pudiendo prevenir a la Autoridad 

investigadora para que subsane las omisiones que advierta, o que aclare los hechos 

narrados en el informe;  

II. En el caso de que la Autoridad substanciadora admita el Informe de Presunta 

Responsabilidad Administrativa, ordenará el emplazamiento del presunto 

responsable, debiendo citarlo para que comparezca personalmente a la celebración 

de la audiencia inicial, señalando con precisión el día, lugar y hora en que tendrá 
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lugar dicha audiencia, así como la autoridad ante la que se llevará a cabo. Del mismo 

modo, le hará saber el derecho que tiene de no declarar contra de sí mismo ni a 

declararse culpable; de defenderse personalmente o ser asistido por un defensor 

perito en la materia y que, de no contar con un defensor, le será nombrado un 

defensor de oficio;  

III. Entre la fecha del emplazamiento y la de la audiencia inicial deberá mediar un 

plazo no menor de diez ni mayor de quince días hábiles. El diferimiento de la 

audiencia sólo podrá otorgarse por causas de caso fortuito o de fuerza mayor 

debidamente justificadas, o en aquellos casos en que se nombre; 

IV. Previo a la celebración de la audiencia inicial, la Autoridad substanciadora 

deberá citar a las demás partes que deban concurrir al procedimiento, cuando menos 

con setenta y dos horas de anticipación;  

V. El día y hora señalado para la audiencia inicial el presunto responsable rendirá 

su declaración por escrito o verbalmente, y deberá ofrecer las pruebas que estime 

necesarias para su defensa. En caso de tratarse de pruebas documentales, deberá 

exhibir todas las que tenga en su poder, o las que no estándolo, conste que las solicitó 

mediante el acuse de recibo correspondiente. Tratándose de documentos que obren 

en poder de terceros y que no pudo conseguirlos por obrar en archivos privados, 

deberá señalar el archivo donde se encuentren o la persona que los tenga a su 

cuidado para que, en su caso, le sean requeridos en los términos de la Ley;  

VI. Los terceros llamados al procedimiento de responsabilidad administrativa, a más 

tardar durante la audiencia inicial, podrán manifestar por escrito o verbalmente lo 

que a su derecho convenga y ofrecer las pruebas que estimen conducentes, debiendo 

exhibir las documentales que obren en su poder, o las que no estándolo, conste que 

las solicitaron mediante el acuse de recibo correspondiente. Tratándose de 

documentos que obren en poder de terceros y que no pudieron conseguirlos por 

obrar en archivos privados, deberán señalar el archivo donde se encuentren o la 

persona que los tenga a su cuidado para que, en su caso, le sean requeridos;  

VII. Una vez que las partes hayan manifestado durante la audiencia inicial lo que a 

su derecho convenga y ofrecido sus respectivas pruebas, la Autoridad 

substanciadora declarará cerrada la audiencia inicial, después de ello las partes no 

podrán ofrecer más pruebas, salvo aquellas que sean supervenientes;  

VIII. Dentro de los quince días hábiles siguientes al cierre de la audiencia inicial, la 

Autoridad substanciadora deberá emitir el acuerdo de admisión de pruebas que 
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corresponda, donde deberá ordenar las diligencias necesarias para su preparación y 

desahogo;  

IX. Concluido el desahogo de las pruebas ofrecidas por las partes, y si no existieran 

diligencias pendientes para mejor proveer o más pruebas que desahogar, la 

Autoridad substanciadora declarará abierto el periodo de alegatos por un término 

de cinco días hábiles comunes para las partes;  

X. Una vez trascurrido el periodo de alegatos, la Autoridad resolutora del asunto, 

de oficio, declarará cerrada la instrucción y citará a las partes para oír la resolución 

que corresponda, la cual deberá dictarse en un plazo no mayor a treinta días hábiles, 

el cual podrá ampliarse por una sola vez por otros treinta días hábiles más, cuando 

la complejidad del asunto así lo requiera, debiendo expresar los motivos para ello;  

XI. La resolución, deberá notificarse personalmente al presunto responsable. En su 

caso, se notificará a los denunciantes únicamente para su conocimiento, y al jefe 

inmediato o al titular de la dependencia o entidad, para los efectos de su ejecución, 

en un plazo no mayor de diez días hábiles. 

 

Investigación: La Autoridad investigadora llevará de oficio las auditorías o 

investigaciones debidamente fundadas y motivadas respecto de las conductas de los 

Servidores Públicos y particulares que puedan constituir responsabilidades 

administrativas, tendrán acceso a la información necesaria para el esclarecimiento 

de los hechos, con inclusión de aquélla que las disposiciones legales en la materia 

consideren con carácter de reservada o confidencial, siempre que esté relacionada 

con la comisión de infracciones, con la obligación de mantener la misma reserva o 

secrecía, conforme a lo que determinen las leyes.  

Durante el desarrollo de investigaciones por faltas administrativas graves, no les 

serán oponibles las disposiciones dirigidas a proteger la secrecía de la información 

en materia fiscal bursátil, fiduciario o la relacionada con operaciones de depósito, 

administración, ahorro e inversión de recursos monetarios. Esta información 

conservará su calidad en los expedientes correspondientes, para lo cual se celebrarán 

convenios de colaboración con las autoridades correspondientes.  

Las personas físicas o morales, públicas o privadas, que sean sujetos de investigación 

por presuntas irregularidades cometidas en el ejercicio de sus funciones, deberán 

atender los requerimientos que, debidamente fundados y motivados, les formulen 

las autoridades investigadoras. La Autoridad investigadora otorgará un plazo de 
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cinco hasta quince días hábiles para la atención de sus requerimientos, sin perjuicio 

de poder ampliarlo por causas debidamente justificadas, cuando así lo soliciten los 

interesados. Esta ampliación no podrá exceder en ningún caso la mitad del plazo 

previsto originalmente. Los entes públicos a los que se les formule requerimiento de 

información, tendrán la obligación de proporcionarla en el mismo plazo a que se 

refiere el párrafo anterior, contado a partir de que la notificación surta sus efectos. 

Cuando los entes públicos, derivado de la complejidad de la información solicitada, 

requieran de un plazo mayor para su atención, deberán solicitar la prórroga 

debidamente justificada ante la Autoridad investigadora; de concederse la prórroga 

en los términos solicitados, el plazo que se otorgue será improrrogable. Esta 

ampliación no podrá exceder en ningún caso la mitad del plazo previsto 

originalmente, la autoridad investigadora podrá hacer uso de las siguientes medidas 

para hacer cumplir sus determinaciones: 

I. Multa hasta por la cantidad equivalente de cien a ciento cincuenta veces 

el valor diario de la Unidad de Medida y Actualización, la cual podrá 

duplicarse o triplicarse en cada ocasión, hasta alcanzar dos mil veces el 

valor diario de la Unidad de Medida y Actualización, en caso de renuencia 

al cumplimiento del mandato respectivo;  

II. Solicitar el auxilio de la fuerza pública. 

III. Arresto hasta por treinta y seis horas.  

 

Sustanciación: Concluidas las diligencias de investigación, la autoridad 

investigadora procederá al análisis de los hechos, así como de la información 

recabada, a efecto de determinar la existencia o inexistencia de actos u omisiones 

que la ley señale como falta administrativa y, en su caso, calificarla como grave o no 

grave.  

Una vez calificada la conducta, se incluirá la misma en el Informe de Presunta 

Responsabilidad Administrativa y este se presentará ante la autoridad 

substanciadora a efecto de iniciar el procedimiento de responsabilidad 

administrativa. Si no se encontraren elementos suficientes para demostrar la 

existencia de la infracción y la presunta responsabilidad del infractor, se emitirá un 

acuerdo de conclusión y archivo del expediente, sin perjuicio de que pueda abrirse 

nuevamente la investigación si se presentan nuevos indicios o pruebas y no hubiere 

prescrito la facultad para sancionar.  
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Dicha determinación, en su caso, se notificará a los Servidores Públicos y 

particulares sujetos a la investigación, así como a los denunciantes cuando éstos 

fueren identificables, dentro los diez días hábiles siguientes a su emisión. La 

autoridad substanciadora, se abstendrán de iniciar el procedimiento de 

responsabilidad administrativa o de imponer sanciones administrativas a un 

servidor público, según sea el caso, cuando de las investigaciones practicadas o 

derivado de la valoración de las pruebas aportadas en el procedimiento referido, 

adviertan que no existe daño ni perjuicio a la Hacienda Pública  o al patrimonio del 

Ayuntamiento. 

Resolución: La calificación de los hechos como faltas administrativas no graves que 

realicen las Autoridades investigadoras, será notificada al Denunciante, cuando este 

fuere identificable. Además de establecer la calificación que se le haya dado a la 

presunta falta, la notificación también contendrá de manera expresa la forma en que 

el notificado podrá acceder al Expediente de presunta responsabilidad 

administrativa.  

Las autoridades substanciadora y resolutora, podrán hacer uso de los siguientes 

medios de apremio para hacer cumplir sus determinaciones: 

I. Multa de cien a ciento cincuenta UMAS, la cual podrá duplicarse o 

triplicarse en cada ocasión, hasta alcanzar dos mil veces el valor diario de 

la Unidad de Medida y Actualización, en caso de renuencia al 

cumplimiento del mandato respectivo;   

II. Arresto hasta por treinta y seis horas, y  

III. Solicitar el auxilio de la fuerza pública.  

Las medidas de apremio podrán ser decretadas sin seguir rigurosamente el orden 

en que han sido enlistadas en el artículo que antecede, o bien, decretar la aplicación 

de más de una de ellas, para lo cual la autoridad deberá ponderar las circunstancias 

del caso, si pese a la aplicación de las medidas de apremio no se logre el 

cumplimiento de las determinaciones ordenadas, se dará vista a la autoridad penal 

competente para que proceda en los términos de la legislación aplicable. 
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RECURSO DE INCONFORMIDAD 

 

La calificación y la abstención,  podrán ser impugnadas, en su caso, por el 

Denunciante, mediante el recurso de inconformidad, la presentación del recurso 

tendrá como efecto que no se inicie el procedimiento de responsabilidad 

administrativa hasta en tanto este sea resuelto.  

El plazo para la presentación del recurso será de cinco días hábiles, contados a partir 

de la notificación de la resolución impugnada. El escrito de impugnación deberá 

presentarse ante la Autoridad investigadora que hubiere hecho la calificación de la 

falta administrativa como no grave, y será resuelto por el Titular del OIC, debiendo 

expresar los motivos por los que se estime indebida dicha calificación.  

En caso de que el escrito por el que se interponga el recurso de inconformidad fuera 

obscuro o irregular, se requerirá al promovente para que subsane las deficiencias o 

realice las aclaraciones que corresponda, para lo cual le concederán un término de 

cinco días hábiles. De no subsanar las deficiencias o aclaraciones en el plazo antes 

señalado el recurso se tendrá por no presentado.  

 Una vez se tenga por subsanadas las deficiencias o por aclarado el escrito por el que 

se interponga el recurso de inconformidad; o bien, cuando el escrito cumpla con los 

requisitos señalados a continuación, se admitirá dicho recurso y darán vista al 

presunto infractor para que en el término de cinco días hábiles manifieste lo que a 

su derecho convenga. El Recurso de Inconformidad se resolverá en un plazo no 

mayor a treinta días hábiles, tomando en consideración la investigación que conste 

en el Expediente de presunta responsabilidad administrativa y los elementos que 

aporten el Denunciante o el presunto infractor. Contra la resolución que se dicte no 

procederá recurso alguno. 

El escrito por el cual se interponga el recurso de inconformidad deberá contener los 

siguientes requisitos:  

I. Nombre y domicilio del recurrente;  

II. La fecha en que se le notificó la calificación en términos de este Capítulo;  

III. Las razones y fundamentos por los que, a juicio del recurrente, la 

calificación del acto es indebida, y  

IV. Firma autógrafa del recurrente. La omisión de este requisito dará lugar a 

que no se tenga por presentado el recurso,   
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V. Asimismo, el recurrente acompañará su escrito con las pruebas que estime 

pertinentes para sostener las razones y fundamentos expresados en el 

recurso de inconformidad 

La resolución del recurso consistirá en:  

I. Confirmar la calificación o abstención, o; 

II.  Dejar sin efectos la calificación o abstención, para lo cual la autoridad 

encargada para resolver el recurso, estará facultada para recalificar el acto 

u omisión; o bien ordenar se inicie el procedimiento correspondiente. 

 

MEDIDAS CAUTELARES 

Las autoridades investigadoras podrán solicitar a la autoridad substanciadora o 

resolutora, que decrete aquellas medidas cautelares que:  

I. Eviten el ocultamiento o destrucción de pruebas;  

II. Impidan la continuación de los efectos perjudiciales de la presunta falta 

administrativa;  

III. Eviten la obstaculización del adecuado desarrollo del procedimiento de 

responsabilidad administrativa;  

IV. Eviten un daño irreparable a la Hacienda Pública Federal, o de las 

entidades federativas, municipios, alcaldías, o al patrimonio de los entes 

públicos.  

No se podrán decretar medidas cautelares en los casos en que se cause un perjuicio 

al interés social o se contravengan disposiciones de orden público, podrán ser 

decretadas como medidas cautelares las siguientes:  

I. Suspensión temporal del servidor público señalado como presuntamente 

responsable del empleo, cargo o comisión que desempeñe. Dicha 

suspensión no prejuzgará ni será indicio de la responsabilidad que se le 

impute, lo cual se hará constar en la resolución en la que se decrete. 

Mientras dure la suspensión temporal se deberán decretar, al mismo 

tiempo, las medidas necesarias que le garanticen al presunto responsable 

mantener su mínimo vital y de sus dependientes económicos; así como 

aquellas que impidan que se le presente públicamente como responsable 

de la comisión de la falta que se le imputa. En el supuesto de que el 

servidor público suspendido temporalmente no resultare responsable de 
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los actos que se le imputan, la dependencia o entidad donde preste sus 

servicios lo restituirán en el goce de sus derechos y le cubrirán las 

percepciones que debió recibir durante el tiempo en que se halló 

suspendido;  

II. Exhibición de documentos originales relacionados directamente con la 

presunta Falta administrativa; 

III.  Apercibimiento de multa de cien y hasta ciento cincuenta UMAS, para 

conminar a los presuntos responsables y testigos, a presentarse el día y 

hora que se señalen para el desahogo de pruebas a su cargo, así como para 

señalar un domicilio para practicar cualquier notificación personal 

relacionada con la substanciación y resolución del procedimiento de 

responsabilidad administrativa;  

 

INFORME DE PRESUNTA RESPONSABILIDAD ADMINISTRATIVA 

 El Informe de Presunta Responsabilidad Administrativa será emitido por las 

Autoridades investigadoras, el cual deberá contener los siguientes elementos:  

I. El nombre de la Autoridad investigadora;  

II. El domicilio de la Autoridad investigadora para oír y recibir 

notificaciones;  

III. El nombre o nombres de los funcionarios que podrán imponerse de los 

autos del expediente de responsabilidad administrativa por parte de la 

Autoridad investigadora, precisando el alcance que tendrá la autorización 

otorgada;  

IV. El nombre y domicilio del servidor público a quien se señale como 

presunto responsable, así como el Ente público al que se encuentre 

adscrito y el cargo que ahí desempeñe. En caso de que los presuntos 

responsables sean particulares, se deberá señalar su nombre o razón 

social, así como el domicilio donde podrán ser emplazados; 

V. La narración lógica y cronológica de los hechos que dieron lugar a la 

comisión de la presunta Falta administrativa;  

VI. La infracción que se imputa al señalado como presunto responsable, 

señalando con claridad las razones por las que se considera que ha 

cometido la falta;  

VII. Las pruebas que se ofrecerán en el procedimiento de responsabilidad 

administrativa, para acreditar la comisión de la Falta administrativa, y la 
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responsabilidad que se atribuye al señalado como presunto responsable, 

debiéndose exhibir las pruebas documentales que obren en su poder, o 

bien, aquellas que, no estándolo, se acredite con el acuse de recibo 

correspondiente debidamente sellado, que las solicitó con la debida 

oportunidad;  

VIII. La solicitud de medidas cautelares, de ser el caso, y  

IX. Firma autógrafa de Autoridad investigadora.  

En caso de que la Autoridad substanciadora advierta que el Informe de Presunta 

Responsabilidad Administrativa adolece de alguno o algunos de los requisitos 

señalados en el artículo anterior, o que la narración de los hechos fuere obscura o 

imprecisa, prevendrá a la Autoridad investigadora para que los subsane en un 

término de tres días. En caso de no hacerlo se tendrá por no presentado dicho 

informe, sin perjuicio de que la Autoridad investigadora podrá presentarlo 

nuevamente siempre que la sanción prevista para la Falta administrativa en cuestión 

no hubiera prescrito. 

 

CUMPLIMIENTO Y EJECUCIÓN DE LAS SANCIONES 

 

La ejecución de las sanciones por Faltas administrativas no graves se llevará a cabo 

de inmediato, una vez que sean impuestas por el Órgano interno de control, y 

conforme se disponga en la resolución respectiva.  

Tratándose de los Servidores Públicos de base, la suspensión y la destitución se 

ejecutarán por el titular del Ayuntamiento. 
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DADO EN SESION DE CABILDO DEL H. AYUNTAMIENTO 

DE TEPEXI DE RODRÍGUEZ, PUEBLA; A LOS CUATRO 

DÍAS DEL MES DE MAYO DEL AÑO DOS MIL 

VEINTICINCO, SE APRUEBA EL PRESENTE MANUAL DE 

PROCEDIMIENTOS DEL ÓRGANO INTERNO DE 

CONTROL DEL H. AYUNTAMIENTO DE TEPEXI DE 

RODRÍGUEZ, PUEBLA. 


